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REY
  DE ESPAÑA





  
A
  todos los que la presente vieren y entendieren.





  
Sabed:
  Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la
  siguiente ley:





  
PREÁMBULO
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La
  finalidad de elaborar una ley constitutiva del estatuto jurídico
  de
  la víctima del delito es ofrecer desde los poderes públicos una
  respuesta lo más amplia posible, no sólo jurídica sino también
  social, a las víctimas, no sólo reparadora del daño en el marco
  de
  un proceso penal, sino también minimizadora de otros efectos
  traumáticos en lo moral que su condición puede generar, todo ello
  con independencia de su situación procesal.





  
Por
  ello, el presente Estatuto, en línea con la normativa europea en
  la
  materia y con las demandas que plantea nuestra sociedad,
  pretende,
  partiendo del reconocimiento de la dignidad de las víctimas, la
  defensa de sus bienes materiales y morales y, con ello, los del
  conjunto de la sociedad.





  
Con
  este Estatuto, España aglutinará en un solo texto legislativo el
  catálogo de derechos de la víctima, de un lado transponiendo las
  Directivas de la Unión Europea en la materia y, de otro,
  recogiendo
  la particular demanda de la sociedad española.
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Los
  antecedentes y fundamentos remotos del presente Estatuto de la
  víctima del delito se encuentran en la Decisión Marco
  2001/220/JAI
  del Consejo, de 15 de marzo de 2001, relativa al estatuto de la
  víctima en el proceso penal, que reconoce un conjunto de derechos
  de
  las víctimas en el ámbito del proceso penal, incluido el derecho
  de
  protección e indemnización, y que fue el primer proyecto profundo
  del legislador europeo para lograr un reconocimiento homogéneo de
  la
  víctima en el ámbito de la Unión Europea, germen de la normativa
  especial posterior.





  
El
  grado de cumplimiento de dicha Decisión Marco fue objeto del
  Informe
  de la Comisión Europea de abril de 2009, que puso de relieve que
  ningún Estado miembro había aprobado un texto legal único que
  recogiera, sistemáticamente, los derechos de la víctima y destacó
  la necesidad de un desarrollo general y efectivo de algunos
  aspectos
  del mencionado Estatuto.





  
Respecto
  de España, este Informe destaca la existencia de un marco
  normativo
  garante de los derechos de la víctima, aunque gran parte de esos
  derechos son exclusivamente procesales o se centran en algunos
  tipos
  muy concretos de víctimas de acuerdo con su normativa particular,
  esto es, la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas y
  asistencia a
  las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual
  (desarrollada por el Real Decreto 738/1997, de 23 de mayo), la
  Ley
  Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del
  Menor,
  la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de
  Protección
  Integral contra la Violencia de Género, así como la Ley 29/2011,
  de
  22 de septiembre, de Reconocimiento y Protección Integral a las
  Víctimas del Terrorismo.





  
La
  Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al
  Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones de
  18 de mayo de 2011, denominada «Refuerzo de los derechos de las
  víctimas en la Unión Europea», reitera el examen de los aspectos
  de la protección existente hasta la fecha que conviene reforzar y
  la
  necesidad de un marco europeo de protección, como el diseñado con
  la Directiva 2011/99/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de
  13
  de diciembre de 2011, sobre la orden europea de
  protección.





  
En
  este contexto, se ha producido la aprobación de la Directiva
  2012/29/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre
  de
  2012, por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos,
  el
  apoyo y la protección de las víctimas de delitos, y por la que se
  sustituye la Decisión Marco 2001/220/JAI del Consejo. Procede,
  por
  tanto, transponer al derecho interno, no sólo las cuestiones que
  traslucía el informe de la Comisión de 2009 respecto al grado de
  transposición de la Decisión Marco 2001/220/JAI, sino también las
  cuestiones pendientes de transponer con arreglo a las Directivas
  especiales y los nuevos derechos y exigencias que recoge la nueva
  Directiva de 2012.





  
Así
  pues, el presente texto legislativo no sólo responde a la
  exigencia
  de mínimos que fija el legislador europeo con el texto finalmente
  aprobado en la citada Directiva 2012/29/UE, sino que trata de ser
  más
  ambicioso, trasladando al mismo las demandas y necesidades de la
  sociedad española, en aras a completar el diseño del Estado de
  Derecho, centrado casi siempre en las garantías procesales y los
  derechos del imputado, acusado, procesado o condenado.





  
Efectivamente,
  con ese foco de atención se ha podido advertir, y así lo traslada
  nuestra sociedad con sus demandas, una cierta postración de los
  derechos y especiales necesidades de las víctimas del delito que,
  en
  atención al valor superior de justicia que informa nuestro orden
  constitucional, es necesario abordar, siendo oportuno hacerlo
  precisamente con motivo de dicha transposición.





  
El
  horizonte temporal marcado por dicha Directiva para proceder a su
  incorporación al derecho interno se extiende hasta el 16 de
  noviembre de 2015, pero como quiera que esta norma europea, de
  carácter general, está precedida de otras especiales que
  requieren
  una transposición en fechas más cercanas, se ha optado por
  abordar
  esta tarea en el presente texto y añadir al catálogo general de
  derechos de las víctimas otras normas de aplicación particular
  para
  algunas categorías de éstas.





  
Asimismo,
  se considera oportuno, dado que uno de los efectos de la presente
  Ley
  es la de ofrecer un concepto unitario de víctima de delito, más
  allá de su consideración procesal, incluir en el concepto de
  víctima indirecta algunos supuestos que no vienen impuestos por
  la
  norma europea, pero sí por otras normas internacionales, como la
  Convención de Naciones Unidas para la protección de todas las
  personas contra las desapariciones forzadas.
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El
  presente Estatuto de la Víctima del Delito tiene la vocación de
  ser
  el catálogo general de los derechos, procesales y
  extraprocesales,
  de todas las víctimas de delitos, no obstante las remisiones a
  normativa especial en materia de víctimas con especiales
  necesidades
  o con especial vulnerabilidad. Es por ello una obligación que,
  cuando se trate de menores, el interés superior del menor actúe a
  modo de guía para cualquier medida y decisión que se tome en
  relación a un menor víctima de un delito durante el proceso
  penal.
  En este sentido, la adopción de las medidas de protección del
  Título III, y especialmente la no adopción de las mismas, deben
  estar fundamentadas en el interés superior del menor.





  
Se
  parte de un concepto amplio de víctima, por cualquier delito y
  cualquiera que sea la naturaleza del perjuicio físico, moral o
  material que se le haya irrogado. Comprende a la víctima directa,
  pero también a víctimas indirectas, como familiares o
  asimilados.





  
Por
  otro lado, la protección y el apoyo a la víctima no es sólo
  procesal, ni depende de su posición en un proceso, sino que cobra
  una dimensión extraprocesal. Se funda en un concepto amplio de
  reconocimiento, protección y apoyo, en aras a la salvaguarda
  integral de la víctima. Para ello, es fundamental ofrecer a la
  víctima las máximas facilidades para el ejercicio y tutela de sus
  derechos, con la minoración de trámites innecesarios que supongan
  la segunda victimización, otorgarle una información y orientación
  eficaz de los derechos y servicios que le corresponden, la
  derivación
  por la autoridad competente, un trato humano y la posibilidad de
  hacerse acompañar por la persona que designe en todos sus
  trámites,
  no obstante la representación procesal que proceda, entre otras
  medidas.





  
Las
  actuaciones han de estar siempre orientadas a la persona, lo que
  exige una evaluación y un trato individualizado de toda víctima,
  sin perjuicio del trato especializado que exigen ciertos tipos de
  víctimas.





  
Como
  ya se ha indicado, el reconocimiento, protección y apoyo a la
  víctima no se limita a los aspectos materiales y a la reparación
  económica, sino que también se extiende a su dimensión
  moral.





  
Por
  otra parte, el reconocimiento, protección y apoyo a la víctima se
  otorga atendiendo, a su vez, a las especialidades de las víctimas
  que no residen habitualmente en nuestro país.





  
La
  efectividad de estos derechos hace necesaria la máxima
  colaboración
  institucional e implica no sólo a las distintas Administraciones
  Públicas, al Poder Judicial y a colectivos de profesionales y
  víctimas, sino también a las personas concretas que, desde su
  puesto de trabajo, tienen contacto y se relacionan con las
  víctimas
  y, en último término, al conjunto de la sociedad. Por ello, es
  tan
  necesario dotar a las instituciones de protocolos de actuación y
  de
  procedimientos de coordinación y colaboración, como también el
  fomento de oficinas especializadas, de la formación técnica,
  inicial y continuada del personal, y de la sensibilización que el
  trato a la víctima comporta, sin olvidar la participación de
  asociaciones y colectivos.















